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Bogotá D.C., primero (1º) de octubre de  dos mil diez (2010)

DECISIÓN 

Resuelve la Sala la solicitud presentada por el delegado de la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, de excluir del procedimiento especial previsto en la Ley 975 de 2005, al postulado Ángel Celis Ibarguen Figueroa (a. “Polocho, El Negro”),  identificado con Cédula de Ciudadanía numero 71.699.017 de Medellín (Antioquia), quien se desmovilizara como miembro del extinto   Bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia –A.U.C.-.
ANTECEDENTES

Al acto de la diligencia de la Audiencia pública dispuesta por la Sala con el fin de conocer los fundamentos de lo solicitado, intervinieron el Fiscal Delegado de la Unidad de Justicia y Paz, y el Representante del Ministerio Público, así como el defensor del postulado Ángel Celis Ibarguen Figueroa, quienes en su orden expusieron:

LA FISCALÌA. El  Fiscal Delegado de la Unidad de Justicia y Paz solicita la exclusión del procedimiento especial previsto  en la Ley 975 de 2005 respecto del postulado Ángel Celis Ibarguen Figueroa, conocido como “Pocholo”, y “El Negro procesado bajo el Radicado numero 82789, conforme a los siguientes argumentos:
Expone que según constancias procesales, el citado Ibarguen Figueroa ingresó en el año 1997 a las Autodefensas Unidas de Colombia, inicialmente al Bloque Elmer Cárdenas, donde permaneció hasta el año 1998; posteriormente en el año 2000 se vincula al Bloque Catatumbo bajo el mando de alias “Camilo” Salvatore Mancuso Gómez, quien le dio el mando del Grupo Zafiro 5 conformado por 40 hombres; luego pasa a ser Comandante Urbano del Municipio de El Suya donde permanece hasta el momento de su captura el 11 de marzo de 2002, la cual tuvo lugar por el Homicidio de Ciro Alexander Carrasquilla Ochoa en el Municipio de Sardinata -  Norte de Santander, siendo condenado por este hecho por parte del Juzgado 1º Penal del Circuito mediante sentencia ejecutoriada del 25 de agosto de 2003 a 13 años 10 meses de prisión. 
Anota que estando privado de la libertad, el 24 de noviembre de 2006, manifestó, de manera expresa, mediante escrito dirigido al Alto Comisionado para la Paz su deseo de acogerse a los beneficios de la Ley 975 de 2005, ante lo cual el Gobierno Nacional remitió mediante oficio JOF 107 – 6974-GJP 031 radicado el 30 de marzo de 2007 ante el Fiscal General de la Nación un listado de postulados de las AUC, entre los que se encuentra Ángel Celis Ibarguen Figueroa como integrante del Bloque Catatumbo. Es así como el 19 de octubre de 2007 se dispuso la iniciación formal del procedimiento especial mediante orden No. 047 proferida por la Fiscalía 8ª de Justicia y Paz, surtiéndose la notificación a las víctimas mediante edicto emplazatorio fijado el 23 de abril del 2008 y publicado en el diario, de amplia circulación nacional, El Tiempo el 9 de julio del mismo año. 

Manifiesta que agotado el trámite anterior, mediante la orden No. 233-08 de junio 1º de 2008 se estableció como fecha los días 21 y 22 de agosto del mismo año a efectos de rendir versión libre en las instalaciones de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz con sede en Medellín. 
Señala que en la referida diligencia Ángel Celis Ibarguen Figueroa ratificó su voluntad de continuar con el proceso de Justicia y Paz, por lo tanto se le puso en conocimiento, de manera pormenorizada, los compromisos y obligaciones que asumía como postulado a la Ley de Justicia y Paz. 
Aclara que agotadas las anteriores diligencias, comienza la actitud renuente del postulado, a continuar en el trámite de Justicia y Paz.

Lo anterior por cuanto en diligencia de versión libre de Jorge Iván Laverde Zapata a.”el iguano”, informa que Ángel Celis Ibarguen Figueroa, había quedado en libertad desde el 30 de septiembre del 2008, ante lo cual se inició el proceso de verificación de tal información, acreditándose con Informe de Policía Judicial No. 0568 de octubre 2 de 2008, que efectivamente mediante decisión del Juzgado de Ejecución de Penas de la ciudad de Montería del 29 de septiembre de 2008 se le otorgó la libertad condicional al postulado, quien no informó de tal situación a la Unidad de Justicia y Paz.

Ante esta circunstancia el funcionario instructor se comunicó con la defensora del postulado, Karen Lorena Burgos Negrette, para efectos de conocer si su voluntad era la de continuar en el proceso de Justicia y Paz, quien informó que el postulado manifestó su deseo de permanecer en el mismo, y suministró una dirección donde podía ser ubicado, y por lo que se procedió a solicitar la fecha para efecto de la practica de la diligencia de formulación de imputación.

No obstante lo anterior, el 17 de diciembre del 2008, la defensora del postulado, vía fax, presentó escrito en el que manifiesta no haberse podido comunicar con su defendido, y por lo tanto desconocer si el mismo comparecería o nó a la diligencia de formulación de imputación, por lo tanto debido a su imposibilidad para desarrollar su labor como defensora solicita se le nombre a Ángel Celis Ibarguen Figueroa un defensor de oficio.

La  Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Barranquilla fija el 19 de diciembre del 2008 como fecha para llevar a cabo la diligencia de audiencia de formulación de imputación; no obstante llegada la fecha este no se presentó a la respectiva diligencia.   
Frente aquella circunstancia se programa nuevamente la diligencia para el 16 de enero de 2010, fracasando por segunda vez por la inasistencia de Ibarguen Figueroa. 

Señala el funcionario instructor que advertida la renuencia de Ángel Celis Ibarguen Figueroa a comparecer al proceso de Justicia y Paz, se dio inicio a las labores investigativas tendientes a dar con su paradero; es así como el 7 de mayo de 2009 a través de la orden No. 282 proferida dentro de este radicado, se dispuso fijar el 26 de mayo de ese mismo año, como fecha para llevar a cabo audiencia de diligencia de versión libre y confesión, y para lo que se adelantaran todas la diligencia necesarias para lograr su ubicación en la dirección que este inicialmente suministró como lugar de notificación; además de realizar seguimiento a través de abonados telefónicos. 
No obstante lo anterior, llegada la fecha el postulado tampoco se presentó, hecho del cual se dejaron las constancias respectivas. 
Informa que en virtud de las labores investigativas adelantadas con miras a ubicar al postulado se realizaron los  informes de policía judicial de fechas 31 de agosto, 26 de octubre y 13 de noviembre de 2009, los cuales informan de la imposibilidad de ubicar a Ángel Celis Ibarguen Figueroa y obtener su paradero.  
Por todo lo anterior concluye que Ángel Celis Ibarguen Figueroa ha sido renuente a comparecer, no solamente a las diligencias programadas por la Fiscalía dentro de este proceso especial de Justicia y Paz, si no también a las diligencias programadas por la misma judicatura, lo que claramente denota el incumplimiento de los compromisos adquiridos al momento de ser postulado a los beneficios de la Ley 975 de 2005 y su clara intención de burlar este procedimiento especial. 
Lo anterior permite deducir que el postulado, desistió de su intención de permanecer en el trámite especial de Justicia y Paz, lo que lleva a solicitar la exclusión de este proceso de Ángel Celis Ibarguen Figueroa.  

MINISTERIO PÚBLICO. Por su parte manifiesta que apoya la solicitud de exclusión de Ángel Celis Ibarguen Figueroa, como quiera que es clara su intención de burlar la administración de justicia y en especial los compromisos adquiridos con la Ley 975 de 2005, ya que de lo expresado por el Fiscal se observa que al tiempo que empezaba a rendir versión libre, adelantaba las gestiones pertinentes necesarias para obtener su libertad por el delito de homicidio por el cual había sido condenado, hecho que no se informó a la Fiscalía, ante la que se hallaba sometido para efectos de obtener unos beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, consistente en la obtención de una pena alternativa. 
Señala que además de lo anterior el postulado, dio una dirección en la cual no residía, y números telefónicos donde no pudo ser localizado tal como lo pudo establecer la Fiscalía, lo que sin lugar a dudas pone en evidencia su clara intención de burlar a la justicia. 
Por lo anterior no solo apoya la solicitud de exclusión del postulado, sino que además solicita se compulsen las copias respectivas para que se inicien los procesos penales en relación con las 18 conductas punibles que confesó; confesiones que a su criterio se encuentran revestidas de absoluta legalidad. 
DEFENSOR. En su oportunidad el defensor del postulado manifiesta que considera un contrasentido que una persona se postule el 30 de marzo sabiendo que podía quedar libre el 30 de septiembre del mismo año solamente con la finalidad de burlarse de la Fiscalía, por lo tanto esa afirmación carece de sustento. 
De igual forma considera que también carece de sustento el hecho de que teniendo la posibilidad de haber saneado todo su pasado delictivo no lo haga, solo con el propósito de burlarse de la Fiscalía, confesando además 18 actos delictivos.
Por lo anterior concluye que lo afirmado por el representante del Ministerio Público y la Fiscalía en el sentido que el postulado actuó solo con el propósito de burlarse de la administración de justicia constituye tan solo una apreciación subjetiva.
En consecuencia señala que son múltiples las razones que podrían eventualmente explicar por que el señor Ibarguen Figueroa no ha comparecido al proceso, y estas están mucho mas allá de los argumentos esbozados por la fiscalía, por lo tanto la solicitud de exclusión debe estar mucho mas fundamentada.
CONSIDERACIONES

Como puede verse, la petición ofrecida por la Fiscalía se orienta en definitiva, a la exclusión del procedimiento iniciado conforme a la ritualidad prevista en la Ley 975 de 2005, en relación con el  postulado José Celis Ibarguen Figueroa  ( a. “Pocholo”, )  ante su  renuencia a comparecer al referido procedimiento especial.
En este orden la Sala es competente para resolver el presente asunto de conformidad con lo previsto por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia mediante auto de fecha marzo 11 de 2009, radicado 31162, en la que señaló: 
 “Al respecto, como se recordó más arriba, la Sala ha considerado, y lo sigue haciendo, que cuando obra manifestación expresa del postulado para que se le excluya del procedimiento de justicia y paz, es suficiente que la fiscalía atienda tal petición y remita la actuación a la justicia ordinaria.

Esta tesis encuentra como variante que el desmovilizado, después de haberse iniciado la fase judicial del trámite, se torne renuente a comparecer al proceso a ratificar su voluntad de acogerse al proceso de justicia transicional de la Ley 975 de 2005 y a rendir la versión libre y confesión, pues en tal supuesto aun cuando francamente no ha hecho ninguna afirmación, la Fiscalía con base en las constancias procesales, deduce que desistió del trámite o, dicho de otro modo, que ahí“ se presenta una manifestación tácita de exclusión”.

En tales condiciones, la conclusión de la Fiscalía tiene un fundamento subjetivo que proviene de la estimación que hace de lo que hasta ese momento obra en el proceso, el cual, por la trascendencia de la decisión que se profiera frente a los derechos del desmovilizado, que, se repite, no ha hecho ningún pronunciamiento expreso, exige que la Sala de Justicia y Paz del Tribunal verifique si procesal y objetivamente se presenta el comportamiento omisivo e injustificado del postulado a partir del cual se deduce que ha desistido de continuar en el proceso de justicia y paz”.

De cara a la renuencia señalada, ha de entenderse que la ritualidad de la que se busca excluir a Ibarguen Figueroa, es aquella que  conforme a lo dispuesto por el artículo 2º de la Ley 975 de 2005, se orientó “a la investigación, procesamiento, sanción y beneficios judiciales” que se estimularan  en relación con el postulado,  dentro de los precisos limites establecidos por esta normatividad.

La limitante referenciada, atendido que en los términos de la legislación de transición  -Ley 975 de 2005- y del  Decreto 4760 de 2005, los hechos que generaron el sometimiento del postulado no pueden ser distintos que los cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a la ilegal organización y hasta  la entrada en vigencia de la precitada Ley 975 de 2005.

Bajo las anteriores reflexiones, se pone en evidencia que lo pedido  no referencia terminación extraordinaria del proceso especial de justicia y paz por aplicación de las previsiones dispuestas en  los artículos 77, 331 y 332 de la Ley 906 de 2004. Se trata de resolver -ante la renuencia del postulado en comparecer  al proceso-, la inaplicación de la Ley 975 de 2005  frente a los hechos cometidos durante y con ocasión de su militancia  a las autodefensas, Bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia, legislación a la que accedió conforme a la desmovilización colectiva del referido grupo y su manifestación expresa y voluntaria del 24 de noviembre del 2006 ante el Alto Comisionado para la Paz, supuestos que el 30 de marzo de 2007 determinaron su postulación ante  la Fiscalía General de la Nación.

Como las comprobaciones procesales informan que no obstante agotarse el procedimiento administrativo, la actuación surtida en relación con este desmovilizado superó la etapa preliminar o pre procesal, en la medida en que si bien fue postulado por el Gobierno Nacional ante la Fiscalía General de la Nación, no compareció a la diligencia de audiencia de formulación de imputación, debe entonces entenderse que es en ese espacio procesal en el que ha surgido la  ausencia de voluntad del postulado para proseguir bajo la ritualidad señalada por la Ley 975 de 2005.

Aquella ausencia de voluntad, según se entiende, derivada también tácitamente de su no comparecencia a la diligencia de versión libre, para cumplir con los compromisos adquiridos mediante su anterior sometimiento voluntario, el que en su oportunidad informó su intención de contribuir a la  paz y reconciliación nacional, procurando el respeto de las victimas a la verdad y la reparación, así como la aplicación de justicia. 

Acorde con los compromisos adquiridos por el postulado, no  es entonces como lo asegura el señor defensor, en el sentido de que  no ha cumplido con las obligaciones adquiridas, por  cuanto se desconoce su ubicación o insinuando que puede deberse a razones ajenas a la voluntad del postulado; lo que es evidente, es que habiendo conocido con suficiencia los serios compromisos que adquirió con la justicia, las víctimas y la comunidad en general cuando se desmovilizó y fue postulado, su reticencia a comparecer a la diligencia de audiencia de formulación de imputación, y a las citaciones efectuadas por la Fiscalía para efecto de continuar con la versión libre, no tiene origen distinto que la ausencia de voluntad  para permanecer bajo el procedimiento dispuesto por la Ley 975 de 2005.

Desde otra óptica y referente al origen de la exclusión materia de estudio, lo que  informa el proceso es que no se trata de una solicitud expresa del desmovilizado en el sentido de sustraerse de la ritualidad señalada por la Ley 975 de 2005; se  plantea la citada exclusión a  instancias de la Fiscalía General de la Nación, y bajo el entendido de que la renuencia  del postulado para comparecer al proceso, debe entenderse además de un incumplimiento a los compromisos y obligaciones adquiridas desde el momento de su sometimiento a la Ley de Justicia y Paz, como una renuncia tácita del sometimiento a los postulados de la Ley 975 de 2005.

En relación con la voluntariedad del sometimiento al  proceso diseñado por la Ley 975 de 2005, puede observarse que se torna no solo en requisito de procesabilidad para los fines de postulación ante la Fiscalía General de la Nación, sino que aquella manifestación se proyecta  en el acto de su versión libre, pues el compromiso del postulado, en cuanto a garantizar los derechos de las víctimas a la  verdad, justicia, y reparación, solo puede hacerse efectivo mediante su versión libre, cuando libre de presiones y espontáneamente, en los términos del artículo 17 de la Ley 975 de 2005, manifieste  “……las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que hayan participado en los hechos delictivos cometidos con ocasión de su pertenencia a estos grupos, que sean anteriores a su desmovilización y por los cuales se acogen a la presente ley. ….” 
Sobre este punto en particular se pronunció la Sala de Casación P. de la H. Corte Suprema de Justicia, mediante la Sentencia del 11 de marzo de 2009, Radicado 31162, antes citada, en la que manifestó: 

“5.1. En relación con el primer aspecto debe tenerse en cuenta que el proceso de justicia y paz, contrario a lo que sucede en el proceso penal ordinario, bien sea el de la Ley 600 de 2000 o el reglado en la Ley 906 de 2004, tiene como fundamento la manifestación previa del desmovilizado ante el Alto Comisionado para la Paz y su postulación por parte del Ministerio del Interior y de Justicia ante la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz, de acuerdo  con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 975 de 2005.

Pero además de lo anterior, es indispensable para darle continuidad al trámite, que el desmovilizado rinda versión libre en la cual el fiscal lo interrogará acerca de los hechos de los cuales tenga conocimiento y, en presencia de su defensor, manifieste las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que haya participado en  los hechos delictivos cometidos durante su pertenencia al grupo armado ilegal, anteriores a su desmovilización y por los cuales se acoge al procedimiento de justicia y paz.

Así, la versión libre y la confesión de los hechos en los que participó durante su militancia en el grupo armado ilegal, constituyen un acto-condición para la continuidad del proceso de justicia y paz, ya que la teleología de la Ley 975 de 2005 es facilitar el proceso de paz, la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de los grupos armados al margen de la ley garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, respetando el derecho al debido proceso y las demás prerrogativas judiciales de los procesados.

De este modo, se colige que para permanecer en dicho trámite no es suficiente con la postulación del desmovilizado por el Gobierno Nacional y que la Fiscalía haya dado inicio al procedimiento reglado en la ley 975 de 2005, sino que es trascendente que ratifique su decisión libre y voluntaria de proseguir en el mismo (artículo 1 del decreto 2898 de 2006, modificado por el artículo 1 del decreto 4417 de 2006) y que seguidamente rinda versión libre en la que confiese los hechos en los cuales participó durante su permanencia en el grupo armado irregular hasta el día de su desmovilización, y por los cuales se acoge al procedimiento y prerrogativas de la ley de justicia y paz, lo cual de conformidad con el artículo 1 del Decreto 3391 de 2006, dará lugar a la imposición de una sola condena judicial y una pena alternativa, aunque haya pertenecido a uno o varios frentes.

En consecuencia, no tiene sentido que después de haberse iniciado la fase judicial de los procesos de justicia y paz, los mismos permanezcan en la indefinición porque el desmovilizado, a pesar de las reiteradas citaciones, injustificadamente es reticente a los llamados de la fiscalía para que rinda la versión libre y confesión, por lo que su omisión bien puede entenderse como un desistimiento tácito a continuar  con el procedimiento de la Ley 975 de 2005, como en este caso lo entienden la fiscalía y el a quo..” (Negrillas fuera de texto).  

Frente a lo motivado y siendo claro que la solicitud de exclusión, se funda ante todo en que no obstante haber agotado el ente instructor todos los medios necesarios para dar con la ubicación del postulado, la cual se desconoce a partir del momento en que se tuvo conocimiento de que este obtuvo la libertad condicional dentro del proceso seguido por el delito de homicidio por el cual se encontraba detenido, tales circunstancias ponen indudablemente en evidencia su falta de interés en obtener los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, la Sala, al igual que el funcionario instructor, concluye que del estudio del acerbo probatorio, obrante en el proceso y los argumentos esbozados por la Fiscalía se desprende que el postulado una vez obtuvo la libertad dentro del proceso seguido por la jurisdicción ordinaria, desistió de su voluntad de continuar en el proceso de justicia transicional.

Por otro lado, resulta claro que según la filosofía de la Ley de Justicia y Paz, el desmovilizado, postulado por el Gobierno Nacional debe asumir una actitud comprometida con los principios y directrices de verdad, justicia y reparación de las victimas, los cuales en el presente asunto han sido abiertamente desconocidos con la actitud renuente del postulado Ángel Celis Ibarguen Figueroa, quien una vez se encontró en libertad, decidió desentenderse del proceso especial al que voluntariamente se había sometido.

Respecto a esta situación la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia mediante Auto del 15 de abril de 2009, radicado No. 31181 señaló:

“De lo anterior surge que si bien la fiscalía tiene el deber de citar al desmovilizado para la versión por los medios legales previstos para el efecto, a éste le es imperativa su realización para poder acceder a las concesiones concedidas por el régimen especial de justicia y paz, lo cual demanda de su parte obligaciones mínimas para demostrar que mantiene intacto y latente su interés exteriorizado inicialmente con su desmovilización.
Así, por decir lo menos, el postulado deberá informar a la fiscalía sobre su ubicación, en caso de no estar recluido en centro carcelario por cuenta de otra autoridad judicial y, en el evento de cambiar de domicilio, informar de ello a la autoridad, en tanto tales actos revelan su interés de proseguir con el trámite mientras la fiscalía surte, si lo estima necesario, las actuaciones preliminares a la recepción de versión libre de que trata el artículo 4° del Decreto 4760 de 2005 y el inciso segundo del artículo 1° del Decreto 4417 de 2006, reglamentarios de la Ley 975 de 2005. 

Se sigue de lo expuesto que para mantener a LUIS ALBERTO TUBERQUIA dentro del régimen especial de justicia y paz era imprescindible que hubiera estado al tanto del trámite especial y no haber asumido un comportamiento como el desplegado, caracterizado por su total renuencia a comparecer, el cual se refuerza, además, porque como bien lo precisa el ente fiscal, al momento de su captura exhibió un documento a nombre de otra persona, lo cual confirma su real propósito de eludir cualquier sometimiento judicial.
Por lo mismo, tampoco resulta significativo que la fiscalía hubiera tardado un año y cuatro meses en abrir formalmente la investigación y en citar al postulado para versión libre luego de recibida la lista de su postulación, cuando de conformidad con el aludido inciso segundo del artículo 1° del Decreto 4417 de 2006, reglamentario de la Ley 975, “las actuaciones preliminares a la recepción de versión libre de que trata el artículo 4° del Decreto 4760 de 2005, serán realizadas durante el plazo razonable que se requiera para el efecto”, es decir, teniendo como base, entre otros factores, la complejidad del asunto.

Ello, porque tal situación, en todo caso, no eximía al postulado de su deber de estar pendiente del trámite, en el propósito de refrendar su compromiso inicial, asumido con la desmovilización, de acceder a los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005. 
En ese orden de ideas, la Corte no comparte el argumento expuesto en la providencia impugnada con el objeto de justificar la permanencia del postulado TUBERQUIA en el régimen especial de Justicia y Paz sustentado sobre la base de que hubo cierta responsabilidad del Estado al no realizar gestiones encaminadas a garantizar su permanencia en el sitio de concentración o de ponerlo a disposición de la autoridad judicial que lo requería y en especial porque una vez capturado tampoco fue interrogado sobre su deseo de continuar con el trámite de Justicia y Paz ni citado por la Fiscalía a versión libre, por cuanto, reitérese, bastaba con analizar su comportamiento para colegir su desinterés en proseguir con el proceso, suficiente ello para soportar su exclusión.

Igualmente, la Sala debe hacer especial énfasis en que excluir al postulado LUIS ARNULFO TUBERQUIA del régimen especial previsto en la Ley 975 de 2005, no comporta afrenta a los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, en tanto pueden hacerlos efectivos ante la justicia ordinaria, en donde, se tiene conocimiento, se adelantan en su contra varios procesos por hechos cometidos durante y con ocasión a su pertenencia al grupo armado al margen de la ley del cual se desmovilizó, así como dentro de las actuaciones que en lo sucesivo se inicien.” (Negrillas y subrayas fuera de texto).
De conformidad con lo anterior, resulta claro que la actitud renuente del postulado a comparecer al proceso de Justicia y Paz, hecho que tal y como se ha reiterado a riesgo de saciedad, además de poner en evidencia su desinterés a acceder a los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, constituye un incumplimiento a los compromisos adquiridos al momento de su postulación, los que a su vez se erigen en condiciones de obligatorio cumplimiento para efecto de su permanencia en el referido proceso especial, no dan lugar a tomar una decisión distinta a la de excluir del procedimiento especial previsto en la Ley 975 al postulado Ángel Celis Ibarguen Figueroa.   
Por lo expuesto, la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá DC.,

RESUELVE

PRIMERO: EXCLUIR al Postulado ÁNGEL CELIS IBARGUEN FIGUEROA del especial procedimiento previsto por  la Ley 975 de 2005.

SEGUNDO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación.

TERCERO: Ejecutoriada esta decisión, archívese la presente actuación.

Notifíquese y Cúmplase
LÉSTER MARÍA GONZÁLEZ ROMERO
Magistrada

ULDI TERESA JIMÉNEZ LÓPEZ
Magistrada
EDUARDO CASTELLANOS ROSO 

Magistrado
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